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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 493/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

TITULAR DE LA DIRECCIÓN DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE RIOVERDE, SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a quince de abril de dos mil veintiuno.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 493/2020-3, promovido por **********en su carácter de Apoderado Legal de**********contra actos de la Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha treinta de julio de dos mil veinte, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********, en su carácter de Apoderado Legal de**********quien promueve Juicio Contencioso Administrativo en contra del Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto o resolución: “PRIMERO. La resolución de fecha **********, dictada por la Ing. **********, en su calidad de Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal, del Ayuntamiento de Rioverde San Luis Potosí, pronunciada mediante oficio CATASTRO **********, resolución recaída al procedimiento inscrito en el Registro Público de la Propiedad y el Comercio del Tercer Distrito Judicial Instituto Registral y Catastral del municipio de Rioverde San Luis Potosí bajo la inscripción Número **********. Ahora bajo el Folio ********** el cual ampara la compra del Resto del Terreno de Temporal ubicado en el lado oriente de río de Rioverde S.L.P., con una superficie de **********.; SEGUNDO. El procedimiento verificación e inspección, visitas de campo y estudios técnicos con el efecto de verificación de las supuesta discrepancia referida en el La resolución de fecha **********, dictada por la ing. **********, en su calidad de titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal, del Ayuntamiento de Rioverde San Luis Potosí, pronunciada mediante oficio CATASTRO **********, resolución recaída al procedimiento instado con motivo de la solicitud de empadronamiento del predio debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad y el Comercio del Tercer Distrito Judicial Instituto Registral y Catastral del municipio de Rioverde San Luis Potosí bajo la inscripción Número **********. Ahora bajo el Folio ********** el cual ampara la compra del Resto del Terreno de Temporal ubicado en el lado ********** que dio lugar a la negativa de empadronamiento del inmueble referido. TERCERO.- El acta circunstanciada levantada con motivo del procedimiento verificación e inspección, visitas de campo y estudios técnicos realizados para la comprobación de la discrepancia referida en el (sic) La resolución de fecha **********, dictada por la ing. ********** en su calidad de titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal, del ayuntamiento de Rioverde San Luis Potosí, pronunciada mediante oficio CATASTRO **********, resolución recaída al procedimiento instado con motivo de la solicitud de empadronamiento del predio debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad y el Comercio del Tercer Distrito Judicial Instituto Registral y Catastral del municipio de Rioverde San Luis Potosí bajo la inscripción Número **********. Ahora bajo el Folio Real Número **********, el cual ampara la compra del Resto del Terreno de Temporal ubicado en ********** que dio lugar a la negativa de empadronamiento del inmueble referido.”, quien manifiesta tuvo conocimiento del mismo, el veintidós de junio de dos mil veinte; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera, apercibida..- Una vez reanudadas las actividades jurisdiccionales suspendidas por la pandemia del coronavirus Covid 19, por auto de diecisiete de septiembre de dos mil veinte, se tuvo a la autoridad demandada por no contestando la demanda instaurada en su contra, se le hace efectivo el apercibimiento decretado y en consecuencia, se le tiene por contestando la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de la parte actora, y se fijó fecha y hora para la audiencia final,  para el dieciséis de octubre de dos mil veinte..- Por auto de fecha dieciséis de octubre de dos mil veinte, se regulariza el procedimiento a fin de dejar sin efectos las determinaciones contenidas en el referido auto de fecha diecisiete de septiembre de dos mil veinte, y se tiene por contestando la demandada a la Directora de Catastro y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de Rioverde, S.L.P.,  se ordenó correr traslado al actor con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, y se difiere la audiencia señalada para el día dieciséis de octubre de dos mil veinte, y una vez que sea el momento procesal oportuno, se fijará y hora y fecha para tal efecto..-  Por auto de fecha cuatro de diciembre de dos mil veinte, se tiene al accionante por admitida la prueba marcada como documental séptima y por objetando pruebas mismas que serán tomadas en consideración al momento de dictar la sentencia definitiva; se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el once de enero de dos mil veintiuno, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se dio cuenta del presentado por el delegado de la autoridad demandada y se certificó que  no se formularon por la parte actora; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.
El apoderado legal de la parte actora acreditó la  personalidad con la que comparece conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial **********, que contiene el Poder General para Pleitos y Cobranzas, Actos de Administración y de Dominio que le fue otorgado, que obra en foja de la 23 a la 28 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el original del primero de los actos impugnados visible en fojas 37 de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra acreditada en este Tribunal, con la copia certificada de su nombramiento que fue exhibido en este juicio, que obra en fojas 108 de este expediente; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del acto que señala la parte actora en su escrito inicial de demanda consistente en: 
“PRIMERO. La resolución de fecha **********, dictada por la Ing. **********, en su calidad de Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal, del Ayuntamiento de Rioverde San Luis Potosí, pronunciada mediante oficio CATASTRO **********, resolución recaída al procedimiento inscrito en el Registro Público de la Propiedad y el Comercio del Tercer Distrito Judicial Instituto Registral y Catastral del municipio de Rioverde San Luis Potosí bajo la inscripción Número **********. Ahora bajo el Folio ********** el cual ampara la compra del Resto del Terreno de Temporal ubicado ********** con una superficie de **********.; SEGUNDO. El procedimiento verificación e inspección, visitas de campo y estudios técnicos con el efecto de verificación de las supuesta discrepancia referida en la resolución de fecha **********, dictada por la ing. **********, en su calidad de titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal, del Ayuntamiento de Rioverde San Luis Potosí, pronunciada mediante oficio CATASTRO **********, resolución recaída al procedimiento instado con motivo de la solicitud de empadronamiento del predio debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad y el Comercio del Tercer Distrito Judicial Instituto Registral y Catastral del municipio de Rioverde San Luis Potosí bajo la inscripción Número **********. Ahora bajo el Folio ********** el cual ampara la compra del Resto del Terreno de Temporal ubicado en el lado ********** que dio lugar a la negativa de empadronamiento del inmueble referido. TERCERO.- El acta circunstanciada levantada con motivo del procedimiento verificación e inspección, visitas de campo y estudios técnicos realizados para la comprobación de la discrepancia referida en la resolución de fecha **********, dictada por la ing. ********** en su calidad de titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal, del Ayuntamiento de Rioverde San Luis Potosí, pronunciada mediante oficio CATASTRO **********, resolución recaída al procedimiento instado con motivo de la solicitud de empadronamiento del predio debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad y el Comercio del Tercer Distrito Judicial Instituto Registral y Catastral del municipio de Rioverde San Luis Potosí bajo la inscripción Número **********. Ahora bajo el Folio Real Número **********, el cual ampara la compra del Resto del Terreno de Temporal ubicado **********, que dio lugar a la negativa de empadronamiento del inmueble referido.”
En el caso debe señalarse que la documental que constituye el primero de los actos impugnados, obra en fojas 37 de este sumario, el cual fue exhibido por la parte actora conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”
En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación, opuso como excepciones “Improcedencia en el Reclamo”, que basa  en que la resolución emitida por esa autoridad, se sustenta en consideraciones justas y apegadas a derecho, sin que se advierta entonces que en perjuicio de la reclamante se haya violentado derechos humanos de legalidad, seguridad jurídica y/o exacta aplicación de la ley o cualquier otra prerrogativa que la constitución a su favor prevé; asimismo afirma que no son ciertos los actos impugnados referidos a los procedimientos de verificación e inspección, visitas de campo y estudios técnicos que resultaron en las discrepancias señaladas en el oficio de cita previa, así como en el acta circunstanciada que dio por resultado aquellas, ya que para emitir el primer acto, la ley no condiciona el resultado de ésta a la substanciación y realización obligación de los procedimientos que cita el actor ni a la elaboración de acta circunstanciada alguna. A ese respecto, cabe señalar que son razonamientos que deben ser analizados en el fondo de la Litis, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aplicable al caso por analogía, Época: Novena Época, Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …” 

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- Los actores hicieron valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 6 a la 19 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la siguiente Tesis de Jurisprudencia  de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia dela Nación, Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Determinado lo anterior, antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación que hace valer el demandante,  en los cuales combate cuestiones de fondo; es obligación de esta Sala Unitaria analizar y resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió la resolución impugnada, misma que es controvertida en el primero de los conceptos de impugnación del escrito inicial de demanda que constituye el origen del acto reclamado de la sanción, el cual se debe en examinar en todos los casos, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es de oficio y es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“…I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”

“… La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución...”
 [Énfasis añadido]
Asimismo resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, publicada el veintiuno de febrero de dos mil catorce en el Semanario Judicial de la Federación, que se localiza de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que establece:
“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad.".- Amparo directo 442/2013. Operadora de Personal de Casa Ley 50, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Morones Dávalos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María del Socorro Avendaño Núñez.”

Y sobre la facultad de analizar oficiosamente la competencia de la autoridad emisora del acto o resolución; deviene, de la Jurisprudencia de la Novena Época,  Registro: 174777,  Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo XXIV, Julio de 2006,  Materia(s): Administrativa,  Tesis: 2a./J. 99/2006,  que dispone: 

“COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce el artículo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), establece que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada, así como la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. En esa virtud, se concluye que el Tribunal citado debe, en todos los casos, examinar esos aspectos y declarar que la resolución no adolece de alguno de ellos, lo cual no requiere de consideraciones exhaustivas, o bien, que en el caso se surte la causal de nulidad correspondiente, expresando, entonces sí, de manera fundada y motivada, las consideraciones que den sustento a su decisión.- 
[Énfasis añadido]
  Así las cosas, se procede a examinar la competencia de la autoridad en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.

Concepto de impugnación, que en la parte que interesa refiere lo siguiente:

“PRIMERO.- Violación a los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (…).”
“…De lo anterios (sic) se desprende que e (sic) un primer momento la autoridad demandada funda su competencia en los artículos 1,2 y 3 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. (…).”

“…Preceptos legales y reglamentarios transcritos que no pueden ser considerados suficientes para tener por debidamente  fundada la resolución impugnada, y por el contrario confirma los supuestos de nulidad, en violación a los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
“…Cabe precisar ante este Tribunal que la autoridad demandada, emitió el acto a debate completamente fuera del marco legal establecido para tal efecto, pues demuestra una indebida fundamentación y motivacion en el mismo.”

Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta fundado.
Toda vez que se advierte que la autoridad demandada la Directora de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí, que emitió la Resolución de fecha **********, contenida en el oficio número  ********** que constituye el acto reclamado; no acreditó en el acto de molestia, la fundamentación y motivación de la competencia material y las facultades con que contaba, para determinar la improcedencia de lo solicitado por el accionante.
Lo anterior es así, siendo que se desprende del acto impugnado que obra en fojas 37 de este sumario; que contraviene uno de los principios fundamentales previstos en el artículo 16 de la  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  el cual dispone en su primer párrafo que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de un mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, esto es, el principio que consagra las garantías y los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica. 
En efecto,  derivado de dicho precepto constitucional, tenemos que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello, esto porque, en un sentido jurídico general, la competencia es la aptitud o potestad asignada legalmente a un órgano de autoridad para actuar con plena validez en determinado sentido, es decir, el conjunto de facultades otorgadas por la ley a las autoridades para que su actuación se vea comprendida dentro de esa esfera de atribuciones, abarcando su esfera territorial, material  y por grado, aspecto que encuentra su fundamento en el invocado artículo 16 de la Constitución Federal, numeral que se  refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos; la que se vincula con el contenido del artículo 14 Constitucional, que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida y con anterioridad al hecho que generó el acto autoritario.
Por tanto, la formalidad de fundar en el acto privativo o de molestia la competencia de la autoridad que lo suscribe, constituye un requisito esencial del mismo; toda vez que la eficacia o validez de dicho acto dependerá de que haya sido realizado por el órgano de la administración de que se trate, dentro del respectivo ámbito de sus atribuciones, regidas por una norma legal que le autorice ejecutarlas; competencia que debe estar fundada y motivada, al constituir tanto elemento  como  requisito de todo acto administrativo, según lo exigen los artículos 164 fracciones I y V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que a la letra refieren:
“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:
I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;
V. Estar fundado y motivado;...”

 “ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:
I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;
II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;...”

Entonces, para respetar los principios de legalidad y seguridad jurídica tutelados por los citados preceptos constitucionales, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la facultad para aplicar la ley de la materia y la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios competenciales, originaria o delegada, material, territorial o por grado.

Ahora bien, por lo que hace al acto impugnado en el presente juicio, se obtiene de su texto, que la autoridad demandada emisora del acto, no justificó las facultades que le legitiman para resolver la petición de la actora, pues no se menciona ningún ordenamiento legal relativo a la competencia, atribuciones y facultades aplicables al caso concreto, circunstancia que puede apreciarse en la documental que obra en fojas 37 de este sumario.
En efecto, si bien es cierto, que en el acto impugnado se señalan algunos artículos y ordenamientos legales, también lo es, que ninguno de ellos se refiere a la fundamentación de la competencia de la autoridad que lo emitió; según se aprecia en la parte que se  transcribe, que dice:

“NOTARIA PUBLICA **********
P R E S E N T E .-

“…Conforme a lo estipulado en el artículo 1, 2 y 3 de la LEY DEL REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL CATASTRO PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSI, se hace de su conocimiento, que después de realizar la búsqueda en el padrón catastral conforme lo estipula el artículo 74 de la citada LEY, y habiendo cotejado físicamente el predio enunciado en su solicitud de inscripción de fecha ********** se hace de su conocimiento que resulta INPROCEDENTE(sic), ya que se detectó que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias; lo anterior al coincidir  con registros catastrales existentes con anterioridad a su solicitud.
“Por lo que conforme al artículo 95 de la LRPPCEMSLP, se expide la presente certificación, para que realice lo que a su derecho convenga, a través de las instancias jurídicas  competentes…”

A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcribe las disposiciones legales que se citan en el acto impugnado que a la letra refieren:

“ARTÍCULO 1º. La presente Ley es de orden público, de interés general y de observancia obligatoria. La misma tiene por objeto:
 “I. Preservar la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario en el Estado, con base en los principios registrales de publicidad, legitimación, rogación, prelación, calificación, consentimiento, inscripción, especialización, tracto sucesivo y fe registral;
“II. Establecer el procedimiento catastral para el Estado y municipios de San Luis Potosí, y 
“III. Regular la organización y funcionamiento del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí. 

“ARTÍCULO 2º. El Catastro del Estado y el Registro Público deberán vincularse, integrando además sus procesos con los de las oficinas catastrales municipales, en términos de los convenios que para tal efecto se celebren, con el propósito de diseñar y operar mecanismos que sirvan para reforzar la certeza jurídica que otorga el Registro Público, para dar congruencia a la información técnica con la que cuente el Catastro, y la jurídica existente en el Registro Público, y enriquecer el inventario de inmuebles ubicados en la Entidad.”

“ARTÍCULO 3º. En todo lo no previsto por la presente Ley se aplicarán supletoriamente, los códigos, Civil, y de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí; la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; la Ley de Desarrollo Urbano; el Código Fiscal del Estado; la Ley para la Regularización de la Firma Electrónica Avanzada del Estado, y demás ordenamientos aplicables. 

“ARTÍCULO 74. En materia de catastro la presente Ley regula:
 I. La integración, organización y funcionamiento del catastro de los bienes inmuebles;
 II. La forma, términos y procedimientos a que se sujetarán los trabajos catastrales, y 
III. Las obligaciones que en materia de catastro tienen los propietarios o poseedores del régimen ejidal de bienes inmuebles, los notarios, así como los servidores públicos del Estado y municipios de San Luis Potosí. Todos los bienes inmuebles ubicados en la jurisdicción territorial de cada municipio del Estado, deberán estar inscritos en el catastro de la municipalidad y ser objeto de avalúo, sin importar su tipo de tenencia, régimen jurídico de propiedad, uso o destino, cumpliendo con las disposiciones y requisitos establecidos en esta Ley y en el Reglamento. Los propietarios, copropietarios o poseedores del régimen ejidal, están obligados a manifestar la existencia, las características y las modificaciones que sufran dichos inmuebles, dentro de los siguientes diez días hábiles en que se dé la incidencia; debiendo de cumplir con los requisitos que establezcan esta Ley y el Reglamento. “
Normatividad de la que se obtiene que en ninguna de ellas refiere a las facultades de la autoridad emisora del acto, aunado que en cuanto se refiere al artículo 95 de la LRPPCEMSLP, que cita, no se puede establecer con claridad a que normatividad se refiere.

Conforme a lo anterior, es válido concluir que en el caso no se cumple con la garantía de fundamentación y motivación de la competencia consagrada en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación en los artículos 164 fracciones I y V, y 165 fracciones I y II del Código Procesal Administrativo en consulta; pues resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la fundamentación y motivación que establece dichos preceptos constitucionales y legales, por lo que hace a la competencia tanto territorial, material y  de grado  de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia, siendo necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan competencia y facultades a la autoridad emisora y, se citen con claridad, lo cual no acontece en el presente asunto, en términos de las disposiciones legales invocadas; lo que genera que se desconozca el apoyo legal que faculta a la autoridad demandada para emitir los actos administrativos que se analizan, y el carácter con que lo emite, situación que priva a la actora  de la  oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo.  

Cabe señalar que en el presente asunto, resulta insuficiente el señalamiento de los artículos que cita en el acto la demandada para acreditar su competencia, ya que no resulta evidente que con ellos, se pueda entender con facilidad mediante el uso del buen entendimiento a la sana critica, la competencia y facultades de que se viene hablando, y por tanto que se  encuentre adecuadamente fundada y motivada la resolución en análisis, circunstancia que constituye que exista una ausencia de fundamentación y motivación del acto reclamado, lo que vulnera lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumple con las formalidades, elementos y requisitos, del acto administrativo de que se trata.  

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 115/2005, que está vigente y no rebasada por la diversa con Registro 2021656 de fecha 21 de febrero de 2020.

Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 115/2005, de la Época: Novena Época, Registro: 177347, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Septiembre de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 115/2005, Página: 310, que a la letra dice:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

En esa tesitura, puede concluirse que la resolución contenida en el oficio **********, carece de la fundamentación y motivación de competencia para justificar su actuar, al haber omitido puntualizar su competencia material, territorial, o por grado, lo cual constituye una violación material ante la falta de los elementos establecidos en las fracciones I y V del artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre a la parte actora, e infringe lo ordenado en la primera parte del primer párrafo del artículo 16 Constitucional, por la ausencia total de fundamentación y motivación de la competencia que corresponde a la autoridad que emite dicho acto; ubicándose así, en las causales de nulidad establecidas en el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del citado Código Procesal Administrativo, por lo que es procedente se declare su nulidad lisa y llana.  
No obstante lo anterior, a nada práctico conduciría determinar la nulidad por incompetencia de la autoridad que emitió el acto, pues su efecto sería que se emitiera únicamente una nueva resolución en la que subsanara la ausencia de fundamentación de competencia en el acto reclamado, reiterando el sentido de lo resuelto en el acto impugnado, en razón de la existencia de la petición que existe por la parte actora dirigida a la autoridad demandada.
SEPTIMO.- Por lo que se estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; es necesario examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, a fin de atender y resolver aquellos que combaten el fondo del asunto, y otorgan el mayor beneficio al accionante y pueden llevar a declarar la nulidad lisa y llana, a afecto de eliminar en su totalidad sus efectos y reenvíos innecesarios;  lo que se traduce en la satisfacción de la pretensión principal de la demanda de nulidad, generando la imposibilidad de un nuevo pronunciamiento por parte de la demandada que implicaría un nuevo juicio y un retardo de la justicia.

Tiene aplicación a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.”

Precisado lo anterior, con independencia de la ausencia de fundamentación y motivación de la competencia de la autoridad demandada, que emitió la  resolución analizada en el considerando que antecede; nos ocuparemos del primero y segundo de los conceptos de impugnación que plantea la parte actora respecto del fondo del asunto, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden de la indebida fundamentación motivación de la procedencia que le determinada en el acto reclamado, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406, Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Conceptos de impugnación, en la parte que interesa refieren: 

“PRIMERO.- (…)
“…Es decir, en la especie, la autoridad debe especificar el numeral donde está fundamentando la resolución, el supuesto normativo a aplicar y los elementos de la acción o en consecuencia de la negativa de la procedencia de la procedencia de la solicitud de empadronamiento, debiendo de señalar con precisión el motivo, las causas, y el procedimiento sido para arribar a tal conclusión, es decir para  referir que existe confusión, la demandada debió referir en que consiste específicamente tal confusión,  el predio con el que se confunde, el antecedente al que se refiere, la identificación del mismo y los estudios, visitas y dictámenes técnicos que le arriban a tal supuesto, es decir, la plana garantía de audiencia, así como los cuerpos legales  donde la hipótesis  normativa aplicable, puesto que de no ser así, el gobernado no cuenta con la certeza de la norma que le está aplicando, lo cual deja en un completo estado de indefensión e incertidumbre jurídica...”
“SEGUNDO.- Por su parte el acto impugnado atenta flagrante violación a los artículos (…),  así como las  garantías de legalidad, audiencia, debido proceso e impartición de justicia del suscrito.”
“…Por lo que a fin de justificar lo anterior, es obligación de la autoridad justificar debidamente que se reúnen cada uno de los requisitos que previene la norma relativa para sea procedente el supuesto contenido en la ley, pues en caso de que estos no se acrediten de forma fehacientemente  la resolución será ilegal, y en nuestro caso la negativa se basa en que pese a haber acreditado de manera fehaciente la procedencia de la inscripción y el antecedente registral que dato de 1947, la demandada solo hace referencia somera sin analizarlos ni darles valor, y mucho menos referir de manera expresa el motivo de su confusión ni extender certificación alguna de tal razonamiento, es decir pese a que debió de instar el procedimiento contenido en el numeral 97 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para Estado y Municipios de San Luis Potosí, cabe señalar además con precisión que predio tiene conflicto y los antecedentes del mismo, por lo que no es dable que pese a existir de manera fehaciente la comprobación de que el predio se encuentra debidamente inscrito en el Registro Público (…).”
“…Por lo tanto, al dotar de elementos inciertos y de información deficiente e imprecisa, se impide al gobernado tener certidumbre jurídica y se le coloca en un estado franco de indefensión pues carece de elementos suficientes para iniciar o entablar una defensa sobre las acusaciones que se le imputan.”
“…Si bien señala como parte señala como parte de la motivación del acto que que(sic) existe confusión de los derechos de propiedad o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias, lo anterior al coincidir con registro  catastrales existentes con anterioridad a la solicitud.”
a) Omite precisar el precepto legal que así lo estable;
b) Así mismo, omite precisar la motivación especifica de la causa de negativa conforme  a la Ley (…).”

c) Omite precisar cuál es el motivo de confusión.

d) Omite referir si es motivo de confusión es en cuanto a los derechos de propiedad y s(sic) fuera este el caso, en que consiste el motivo de la confusión y con qué antecedente guarda confusión, cual es la pugna que lo lleva a tal determinación.”
e) Así mismo omite referir si la confusión respecto a la ubicación del (…), en que consiste el sentido de la confusión respecto a su ubicación y en donde rdica(sic) el mismo o respecto de que otro predio o antecedente recae la confusión.
f) De igual omite referir si la confusión es respecto de la superficie del predio (…).”
g) De igual de manera omite referir (sic) si la confusión de las medidas y colindancias del predio debidamente (…).” 

Del estudio de los conceptos de impugnación citados con antelación, se determina que resulta fundado y suficiente para determinar la ilegalidad de los actos  impugnados.

Toda vez que los mismos carecen de la debida fundamentación y motivación al emitirse por la demandada, conforme a lo establecido en los artículos 14 y 16 Constituciones por tratarse de actos de autoridad, en cuanto a la improcedencia del empadronamiento del inmueble que se solicita en el escrito de fecha **********,  por conducto del Notario Adscrito a la Notaria Pública **********, S.L.P., planteado por el accionante.
Lo anterior es así, ya que se desprende de la Resolución de fecha **********, contenida en el Oficio CATASTRO **********, que no cumple con los requisitos de legalidad del acto administrativo de que se trata, siendo que  carece de la debida fundamentación y motivación que debe contener, desde el punto de vista material o de contenido, dado que la autoridad demandada en su carácter de emisora, no precisa la razón de orden lógico jurídico que conlleven a precisar del porqué señala: “…que habiendo cotejado físicamente el predio enunciado en su solicitud de inscripción de fecha ********** se hace de su conocimiento que resulta improcedente, ya que se detectó que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias; lo anterior al coincidir con registros catastrales existentes con anterioridad a su solicitud…”;  así como no  cita  los preceptos legales aplicables, ni establece de forma clara las  razones en que se basó para concluir  dicha circunstancia y que generan la legalidad del acto, que se traducen en los requisitos de la debida fundamentación y motivación que se deben hacer constar en todos los actos de autoridad, solo cita un conjunto de artículos, sin vinculación alguna con la causa de improcedencia que determina, circunstancias que se desprenden en el acto reclamado.
En efecto, de la lectura del oficio referido, se aprecia que la autoridad demandada es omisa en motivar y fundar la legalidad de su acto, al señalar de forma ambigua y general como motivación que; que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias; lo anterior al coincidir con registros catastrales existentes con anterioridad a su solicitud; así como al hacer constar las disposiciones que aplicó para justificar la procedencia de la negativa de llevar a cabo el empadronamiento solicitado por la hoy accionante a través del Notario de referencia, en los términos en que la emitió; ya que no basta con invocar los preceptos normativos 1, 2, 3 y 74  de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, para tener por fundado el acto administrativo en cuestión, si estos dispositivos no son acordes a las causa de motivación a que hace referencia en su negativa.

En efecto, el artículo 1° de la Ley del Registro Público  de la Propiedad y del Catastro  invocado, establece  el objeto y naturaleza de la propia ley; el artículo 2°, señala la vinculación que debe existir entre el Catastro del Estado y el Registro Público, con el propósito de diseñar y operar mecanismos que sirvan para reforzar la certeza jurídica que otorga el Registro Público, para dar congruencia a la información técnica con la que cuente el Catastro, y la jurídica existente en el Registro Público, y enriquecer el inventario de inmuebles ubicados en la Entidad; y el 3°, refiere los ordenamientos supletorios de la misma; el 74, dispone lo que en materia de catastro regula dicha ley; sin que el texto de alguno de tales artículos se adecúe a la respuesta mencionada.

A mayor abundamiento debe señalarse que atendiendo a los requisitos de legalidad de la debida fundamentación y motivación que se deben hacer constar en todos los actos de autoridad, la autoridad demandada para la emisión de su acto, debió señalar: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para contestar su solicitud, los que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables y acordes a la respuesta otorgada; b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto; y c) las razones lógicas jurídicas que motivaron su determinación de improcedencia del empadronamiento solicitado, señalando de forma precisa cual es la confusión de los derechos de propiedad que refiere, y detallando cual es la  confusión de ubicación, superficie, medidas y colindancias, con respecto a que propiedad o registros catastrales existentes se refiere; y d) Una relación  concisa del cotejo físico que efectuó del predio enunciado, que se traduce  en la visita que llevó a cabo en el predio materia de esta controversia, señalando el día, hora y quienes la efectuaron, y bajo que procedimiento de verificación mediante visitas de campo y estudios técnicos se ordenó por la autoridad demandada, el objeto de la misma y sus alcances a verificar, pues según se puede constatar en el texto de la resolución en comento que obra a fojas 37 de este sumario, que la autoridad demandada únicamente se limita a señalar que: “…habiendo cotejado físicamente el predio enunciado en su solicitud de inscripción de fecha ********** se hace de su conocimiento que resulta INPROCEDENTE(sic), ya que se detectó que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias; lo anterior al coincidir con registros catastrales existentes con anterioridad a su solicitud ”; lo cual deja en estado de incertidumbre a la hoy actora, pues es obvio que no se le está indicando de forma precisa y detallando en forma total lo que fue materia de la visita de campo efectuada por la demandada, pues no basta el señalamiento que en forma general se hace para tener por cumpliendo con este requisito, que es indispensable para que el acto sea jurídicamente motivado y válido en contenido y ejecución. 
Es menester señalar que en cuanto se refiere a la existencia de la  confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias; que cita la demandada para justificar la improcedencia de lo peticionado por la promovente, su regulación queda comprendida en los artículos 94, 95, 96 y 97 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, los cuales refieren en forma medular lo siguiente: que cuando se solicite una inscripción en la que las autoridades catastrales detecten que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias, deberá emitir al interesado una certificación de las características y estado del predio de que se trate, a fin de que el mismo realice lo que a su derecho convenga, así como cuando se observen discrepancias en la solicitud de primera inscripción o modificación de la misma, las autoridades catastrales municipales podrán verificar mediante visitas de campo y estudios técnicos, los datos contenidos en la manifestación catastral de que se trate, levantándose para tal efecto acta circunstanciada y cuando no coincidan dichos datos con las características reales del inmueble, se realizarán los trabajos catastrales relativos a costa del interesado, y se impondrán las sanciones que procedan. No podrá condicionarse la emisión de avalúos catastrales a la realización de la verificación, pero en caso de encontrarse discrepancias, se requerirá al propietario o poseedor para que manifieste lo que proceda, según se aprecia en la transcripción de los numerales en cita que a la letra dice: 
“ARTÍCULO 94. Los bienes inmuebles ubicados dentro del territorio de los municipios, serán inscritos en el Padrón Catastral Municipal respectivo, señalando las características físicas de ubicación, previa verificación del título de propiedad o certificado de posesión agraria, en los formatos que para tal efecto proporcionen las autoridades catastrales municipales. La modificación a cualquiera de las características de los bienes inmuebles, deberá anotarse en el propio padrón catastral municipal para su actualización. Queda prohibido a la autoridad municipal realizar modificaciones al Padrón Catastral Municipal, salvo que se demuestre de manera fehaciente la inscripción registral, o la resolución judicial firme correspondiente del inmueble de que se trate. 

“ARTÍCULO 95. Al inscribir un inmueble en el Padrón Catastral Municipal, se le asignará a cada predio según le corresponda, una Clave Catastral Única de Identificación de Predio, el uso del suelo, propietario o poseedor de régimen ejidal, así como sus características cualitativas y cuantitativas que le correspondan, en los términos de los planes de desarrollo urbano aprobados. Cuando se solicite una inscripción en la que las autoridades catastrales detecten que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias, deberá emitir al interesado una certificación de las características y estado del predio de que se trate, a fin de que el mismo realice lo que a su derecho convenga. 

“ARTÍCULO 96. La inscripción o actualización en el Padrón Catastral Municipal deberá ser solicitada por los propietarios o poseedores de régimen ejidal, en los formatos que para tal efecto establezcan las autoridades catastrales municipales, anexando copia certificada del título de propiedad o certificado de posesión, así como los requisitos que establezca el Reglamento, integrándose un expediente por cada Clave Catastral Única, en el que se archivarán entre otros documentos, el plano original del inmueble, detallando las características y su ubicación para facilitar su localización cartográfica.
“ La elaboración del plano a que se refiere el párrafo anterior será a cargo del propietario, y deberá ser validado catastralmente por la Dirección de Catastro Municipal. Cuando se trate de predios rústicos que se encuentren ubicados en zonas de alta marginación, el Instituto solicitará el apoyo de la autoridad agraria competente, para la elaboración de dicho plano. 
“Cuando los propietarios o poseedores de régimen ejidal de bienes inmuebles no presenten dentro de los treinta días siguientes a la recepción del título la manifestación respectiva, las autoridades catastrales municipales procederán de oficio a realizar la inscripción o actualización de que se trata, sin perjuicio de aplicar las sanciones que correspondan.”

“ARTÍCULO 97. Cuando se observen discrepancias en la solicitud de primera inscripción o modificación de la misma, las autoridades catastrales municipales podrán verificar mediante visitas de campo y estudios técnicos, los datos contenidos en la manifestación catastral de que se trate, levantándose para tal efecto acta circunstanciada. Cuando no coincidan dichos datos con las características reales del inmueble, se realizarán los trabajos catastrales relativos a costa del interesado, y se impondrán las sanciones que procedan. No podrá condicionarse la emisión de avalúos catastrales a la realización de la verificación, pero en caso de encontrarse discrepancias, se requerirá al propietario o poseedor en términos de lo dispuesto en el párrafo inmediato anterior.”
Procedimiento que fue omisa en acatar la  autoridad demandada, ya que se concretó únicamente a determinar cómo improcedente la solicitud de empadronamiento, en base a lo encontrado como resultado en el cotejo que físicamente efectuó de forma unilateral en el predio enunciado en su solicitud de inscripción de fecha ********** en el que detectó que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias; lo cual resulta incorrecto pues atendiendo a la normatividad en cita, debió iniciar el procedimiento que ahí se establece por las irregularidades detectadas, tanto en la búsqueda en el padrón catastral que tiene en sus registros y en la visita de campo ejecutada por la demandada, de ahí la ilegalidad del oficio en análisis.
De lo anterior se permite arribar a la conclusión de que la autoridad emisora incurrió en omisiones de las formalidades esenciales del procedimiento y con los elementos del acto administrativo de que se trata, lo cual es violatorio a los derechos humanos de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14 y 16 Constitucionales, con base en los cuales, es obligatorio que la autoridad demandada previamente a la emisión del acto recurrido que implica la privación de derechos de la demandante, le den oportunidad para que exponga lo que considere pertinente en defensa de sus intereses, lo que resulta que ejercite el derecho de ser oída y vencida en juicio, a efecto de que conozca del acto administrativo que le afecta y en su defecto aporte las pruebas que estime pertinentes para defender sus derechos,  lo cual omitió la demandada ya que efectuó la vista de campo sin que estuviera presente la parte actora y con desconocimiento de la misma por parte de la actora, por lo que al no respetarse esta circunstancia, es obvio que no estuvo en aptitud de defenderse, lo que se traduce en una clara violación en su perjuicio de sus derechos humanos citados, conforme lo dispuesto por los artículos 94, 95, 96 y 97 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
No pasa inadvertido por esta Sala Unitaria, lo afirmado por la autoridad demandada en su escrito de contestación, en el cual niega la existencia de las visitas de campo respecto de los actos que impugna la parte actora y que precisa en el punto segundo y tercero del apartado relativo a “Acto Impugnado”, afirmando que no son ciertos los actos impugnados referidos a los procedimientos de verificación e inspección, visitas de campo y estudios técnicos que resultaron en las discrepancias señaladas en el oficio de cita previa, así como en el acta circunstanciada que dio por resultado aquellas, ya que para emitir el primer acto, la ley no condiciona el resultado de ésta a la substanciación y realización de los procedimientos que cita el actor ni a la elaboración de acta circunstanciada alguna.

A ese respecto debe señalarse que resulta inexacto su afirmación, atento al contenido íntegro de la resolución impugnada en análisis, que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones; de la que se puede sostener que la propia autoridad acepta y reconoce en el propio acto que emitió, que cotejó físicamente el predio enunciado en su solicitud de inscripción de fecha **********, y que detectó que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias; lo que permite sostener a esta Sala Unitaria, que existió una visita de campo ejecutada por la demandada, relativa a la verificación mediante visitas de campo y estudios técnicos, que establece el artículo 97 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, documentos que no fueron aportados por la demandada en este juicio, para poder analizar su legalidad o ilegalidad, siendo que ofreció para acreditar sus excepciones y defensas, los siguientes medios de pruebas; Instrumental de actuaciones y presuncional legal y humana; probanzas que resultan insuficientes para demostrar su afirmación, en razón de lo aseverado en la resolución impugnada de referencia. 
Bajo esa premisa, resulta ilegal la Resolución impugnada, ya que deja en estado de indefensión a la parte actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto de autoridad debe contener, de conformidad con los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, en virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por autoridad competente, siguiendo los procedimientos establecidos, y con los requisitos de la debida fundamentación y motivación, circunstancias que en el caso que nos ocupa no acontecieron. 

Sirve de apoyo de lo anterior, la Tesis Jurisprudencial sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable con los siguientes datos: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43.

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Asimismo apoya a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Novena Época, No. Registro: 194798, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, IX, Enero de 1999, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/123, Página: 660, que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO EXISTE CUANDO EL ACTO NO SE ADECUA A LA NORMA EN QUE SE APOYA. Todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, de manera que si los motivos o causas que tomó en cuenta el juzgador para dictar un proveído, no se adecuan a la hipótesis de la norma en que pretende apoyarse, no se cumple con el requisito de fundamentación y motivación que exige el artículo 16 constitucional, por tanto, el acto reclamado es violatorio de garantías. ...”

Por otra parte, en cuanto a los actos que reclama la parte actora en  marcados como Segundo y Tercero de su escrito de demanda, en el segundo concepto de impugnación; esta Sala no puede pronunciarse respecto de la ilegalidad o legalidad de los mismos, siendo que los conceptos de impugnación que vierte en su escrito de demanda van enfocados a atacar lo relativo a la falta de fundamentación y motivación de la resolución contenida en el Oficio CATASTRO **********que se declaró ilegal en este considerando; por lo que no muestra jurídicamente la contravención de derechos por dichos actos en su perjuicio, características que debe en este caso reunir  el segundo concepto de impugnación en análisis para que pueda ser materia de estudio, en tanto que los que aquí argumentan, son meras expresiones de carácter unilateral, que no combaten dichos actos impugnados, de ahí que los argumentos sean inoperantes por insuficientes. 

Advirtiéndose que en el caso que nos ocupa la parte actora es omisa por completo de esgrimir conceptos de impugnación que sean tendientes a demostrar que dichos actos fueron emitidos contraviniendo las normas aplicables al caso, o bien que se dejó de aplicar en su perjuicio algún dispositivo legal que se aplicó indebidamente.
Tienen aplicación al respecto, las siguientes tesis que se transcriben:

El criterio de la Época: Octava Época,  Registro: 228171, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo III, Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1989, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 201, que dice:  

“CONCEPTO DE VIOLACION INOPERANTE POR INSUFICIENTE, CUANDO NO SE EXPRESAN ARGUMENTOS LOGICO-JURIDICOS. La sala responsable no viola garantías en perjuicio de la peticionaria, cuando ésta no expresa en el concepto de violación argumentos lógico-jurídicos en contra de las consideraciones de aquélla, sin combatir el razonamiento respecto de la infundamentación de las causales de anulación alegadas por la actora, pues la quejosa solamente señala que la existencia de tales violaciones al procedimiento, tácitamente reconocidas por la responsable, le causan agravios, resultando con ello el concepto de violación inoperante por insuficiente. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.”

Amparo directo 65/89. Conjunto Manufacturero, S.A. de C.V. 20 de abril de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. Secretario: José Luis Flores González.

Jurisprudencia de la Novena Época,  Registro: 178786,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Abril de 2005, Materia(s): Común, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. RESULTAN INOPERANTES POR INSUFICIENTES SI NO ATACAN TODOS LOS ARGUMENTOS QUE SUSTENTAN EL SENTIDO DE LA SENTENCIA COMBATIDA. Resultan inoperantes los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo directo que no controvierten todas las consideraciones y fundamentos torales del  fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución combatida en el juicio constitucional. De ahí que los conceptos de violación resulten inoperantes por insuficientes, pues aun de resultar fundados no podrían conducir a conceder la protección constitucional solicitada. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.-“

Y la Jurisprudencia de la Novena Época, Registro: 176045, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIII, Febrero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: I.11o.C. J/5, Página: 1600, que señala: 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON LAS SIMPLES EXPRESIONES GENÉRICAS Y ABSTRACTAS CUANDO NO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. Si no se está en el caso de suplir la deficiencia de los agravios en términos del artículo 76 Bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, no basta que el recurrente exprese sus agravios en forma genérica y abstracta, es decir, que se concrete a hacer simples aseveraciones para que el Tribunal Colegiado emprenda el examen de la legalidad de la resolución recurrida del Juez de Distrito a la luz de tales manifestaciones, sino que se requiere que el inconforme en tales argumentos exponga de manera razonada los motivos concretos en los cuales sustenta sus propias alegaciones, esto es, en los que explique el porqué de sus aseveraciones, pues de lo contrario los agravios resultarán inoperantes.-DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”
Jurisprudencia  de la Novena Época, con número de Registro: 191370, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, Agosto de 2000, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/21, Página: 1051 que señala: 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO. Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

En esa tesitura, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a la actora para que proceda la nulidad de los actos impugnados en los apartados Segundo y Tercero de su escrito de demanda, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por  su parte las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando.  

Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracciones II, III y penúltimo párrafo,  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del diverso acto impugnado consistente en la Rresolución contenida en el Oficio CATASTRO **********cuando se dicta en contravención a las disposiciones legales aplicables.

Por lo que, lo procedente será decretar su nulidad, para que se emita una nueva respuesta debidamente fundada y motivada a la solicitud que se peticiona en el escrito de fecha **********,  por conducto del Notario Adscrito a la Notaria Pública **********, S.L.P., que solicita el accionante, atendiendo a los lineamientos vertidos en esta sentencia de referencia, en la que cumpla con la obligación de dar respuesta debidamente fundada y motiva en cuanto a su competencia y con los requisitos de la debida fundamentación y motivación, y siguiendo los procedimientos establecidos en los artículos 94, 95, 96 y 97 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, para lo cual deberá iniciar un procedimiento, a fin de determinar la procedencia del empadronamiento que le fue solicitado, ello atento a las discrepancias que refiere existen y sobre las cuales sustento la resolución impugnada y para el efecto de observar las garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14, 16 y 17 de nuestra Carta Magna.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar y decreta, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, consistentes en: La Resolución de fecha **********, contenida en el oficio CATASTRO **********emitida por la Directora de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal del Ayuntamiento de Rioverde San Luis Potosí; decretándose por consecuencia, la NULIDAD  LISA Y LLANA de la misma, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en los Considerandos Sexto y Séptimo de esta sentencia. 
En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 255 y 256 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por su cumplimiento, o en su caso, la requerirá por su ejecución; apercibida que de no hacerlo, se continuará con la ejecución de la sentencia y se aplicarán multa, destitución y demás medidas procedentes; debiendo  informar a este Tribunal, en su oportunidad procesal, sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes.

Por única ocasión, notifíquese personalmente a la actora y por oficio a las demandadas, en la forma tradicional; sin perjuicio de que en actuaciones  subsecuentes, todas las notificaciones se realicen de manera electrónica, conforme al Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, que establece los Lineamientos para la Notificación Electrónica publicados el 15 de septiembre de 2020 en el Periódico Oficial del Estado, y Acuerdo General del Pleno de este Tribunal publicado el 4 de marzo de 2021, en dicho órgano oficial de difusión, por el cual se generaliza aplicar la notificación electrónica a todos los asuntos jurisdiccionales del Tribunal.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y  de los numerales  249, 250 fracciones II, III y penúltimo párrafo,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando Séptimo de la presente sentencia. 
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha en que lo permitieron las cargas de trabajo y derivado de la suspensión de actividades jurisdiccionales decretada por la pandemia del Coronavirus COVID-19, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
